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Voto particular que formula la Vicepresidenta del Tribunal doña Encarnación Roca 

Trías al Auto dictado por el Pleno en el recurso de amparo avocado núm. 1877-2018. 

 

En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 90.2 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional (LOTC) y con pleno respeto a la opinión mayoritaria de mis 

compañeros, expreso mi discrepancia con el Auto en virtud de los argumentos que defendí en 

la deliberación del Pleno y que expongo a continuación. 

1. Creo necesario comenzar mi argumentación destacando, como así hice en otros 

Votos particulares anteriores (AATC 155/2016, de 20 de septiembre y 119/2018, de 13 de 

noviembre), la fase del procedimiento en el que nos encontramos. Ya advertía en ellos que no 

resulta inocua esta circunstancia a efectos de entender mi posición. Nos hallamos en el trámite 

de admisión del recurso de amparo, por lo que el Auto aprobado por la mayoría está 

rechazándolo por considerar “manifiesta” la inexistencia de la violación de los derechos 

fundamentales denunciados por la recurrente [arts. 44.1 y 50.1.a) LOTC]. Y ello tras haber 

declarado previamente, en su fundamento jurídico 2, que el recurso de amparo posee 

trascendencia constitucional por su peculiaridad en relación “con la alegada vulneración del 

derecho a la proporcionalidad de la reacción penal (arts. 17.1 y 25 CE), que en la demanda se 

relaciona con la previsión legal abstracta que, en el ordenamiento jurídico de la República 

Popular China, se contempla para el delito provisionalmente imputado a la recurrente, para 

cuya investigación y enjuiciamiento se solicita la extradición, cuya pena prevista abarca un 

rango que se extiende desde la pena de prisión de 10 años de duración a la de cadena 

perpetua”. Cuestión ésta que, se afirma, “nunca ha sido abordada en la jurisprudencia 

constitucional en un proceso de amparo (apartado a] del FJ 2 de la STC 155/2009, de 25 de 

junio), lo que justifica que este pronunciamiento revista la forma de Auto, pues permite a este 

Tribunal explicitar y hacer públicas las razones que conducen a la decisión de inadmisión”.  

Considero, sin embargo, que, precisamente, la apreciada ausencia de doctrina 

constitucional, como motivo que dota de especial trascendencia constitucional al recurso, 

conducía a entender que procedía la admisión del recurso de amparo y no el dictado de un 

auto, por una cuestión de motivación.   

2. Como expuse en los Votos ya referidos, estimar que un recurso de amparo merece 

una decisión de fondo por parte de este Tribunal por considerarlo importante “para la 
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interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la 

determinación de los derechos fundamentales” [art. 50.1 b) LOTC], podría ser condición 

bastante para que el Tribunal Constitucional decidiera la admisión a trámite de un recurso, 

con independencia del resultado sobre el fondo al que, finalmente, se llegara por Sentencia. 

Afirmar que para la admisión del recurso de amparo no es suficiente la mera lesión de un 

derecho fundamental o libertad pública del recurrente tutelable en amparo [arts. 53.2 y 161.1 

b) CE y 41 LOTC], por ser indispensable para ello la existencia de la especial trascendencia 

constitucional del recurso [art. 50.1 b) LOTC], no quiere decir que apreciada ésta, se deba 

exigir necesariamente la lesión como requisito para su admisión.    

3. La razón expuesta en el fundamento anterior, fruto, como advertí entonces, de una 

interpretación personal, hubiera sido suficiente para admitir el presente recurso de amparo. 

Ahora bien, en este caso, la admisión no se mostraba solo posible, sino, a mi juicio, 

obligada. Y ello en razón del motivo de trascendencia constitucional del recurso. Esto es, la 

falta de doctrina constitucional que se produce sobre la cuestión planteada. En efecto, es 

precisamente el hecho de que nos encontremos ante una cuestión novedosa para el Tribunal, 

lo que conlleva que no pueda descartarse prima facie la “verosimilitud” de la lesión. Máxime, 

en este caso, al encontrarse pendiente una decisión de este Tribunal sobre la 

constitucionalidad de la denominada prisión permanente revisable por posible vulneración de 

los artículos 15, 17 y 25 CE (RI núm. 3866-2015, planteado respecto de diferentes apartados 

del artículo único de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley 

Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal).  

Admitida por este Tribunal la doctrina sobre la vulneración indirecta de los derechos 

fundamentales en procedimientos de extradición (STC 91/2000, de 30 de marzo, y las allí 

citadas), según la cual, cuando los poderes públicos nacionales reconocen, homologan o dan 

validez a una resolución adoptada por una autoridad extranjera cuya ejecución se reputa lesiva 

de un derecho fundamental, sus actos han de entenderse también vulneradores de dicho 

derecho, debía resolverse, con carácter previo al amparo, si la cadena perpetua revisable es o 

no contraria a la Constitución. Como expuse en el Pleno, el hecho de que la Sala de lo Penal 

de la Audiencia Nacional considerara que la legislación china sobre la pena de cadena 

perpetua cumple las exigencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), en 

orden a la no violación del artículo 3 Convenio Europeo de Derechos Humanos (STEDH de 

3 de febrero de 2015, caso Hutchinson c. Reino Unido; confirmada por la Gran Sala del TEDH 

en la Sentencia de 17 de enero de 2017), no impide que este Tribunal pueda decidir que es 

contraria a la Constitución española, en virtud de un estándar propio. Como es sabido, el 
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artículo 53.2 CE obliga al cumplimiento del estándar mínimo fijado por los Convenios 

Internacionales, pero no impide optar por un nivel más alto del contemplado, en este caso, 

por el citado Tribunal.  

4. Lo expuesto anteriormente debió, a mi juicio, resultar suficiente para considerar que 

procedía la tramitación del recurso de amparo tras dar trámite de alegaciones a las partes y al 

Ministerio Fiscal, y fijar en Sentencia la doctrina de la que se carecía. Se ha de recordar que 

“[e]n su redacción originaria el art. 50.2 b) LOTC preveía la inadmisibilidad del recurso de 

amparo ‘si la demanda carece manifiestamente de contenido que justifique una decisión por 

parte del Tribunal Constitucional’, y nuestra doctrina interpretó que la voluntad del legislador 

orgánico era evitar el desarrollo total del procedimiento y el pronunciamiento de una 

resolución en forma de Sentencia cuando, ya en el momento inicial, se percibía con ‘claridad 

meridiana’ que ‘la misma en ningún caso podría ser estimatoria’ (ATC 52/1980, de 15 de 

octubre, FJ 2); es decir, cuando ya en el inicio del procedimiento podía excluirse cualquier 

apariencia de lesión” (ATC 272/2009, de 26 de noviembre, FJ 1; en el mismo sentido, AATC 

252/2009, de 19 de octubre, FJ 1 y 274/2009, de 30 de noviembre, FJ 3). Y así se ha seguido 

interpretando también tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo 

(AATC 252/2009, FJ 1; 272/2009, FJ 1; y 274/2009, FJ 3).  

En este caso, la falta de lesión no era “patente, clara y notoria” (ATC 52/1980, FJ 2), 

ni podía serla, dada la ausencia de doctrina constitucional previa para poder dar respuesta a 

la cuestión planteada, por lo que no procedía la inadmisión del recurso de amparo, sino su 

tramitación y resolución por Sentencia. 

5. En definitiva, no puedo sino mostrarme favorable de la admisión del presente 

recurso de amparo. Y, en coherencia con lo expuesto, creo innecesario hacer más 

consideraciones, en esta fase procesal, sobre los argumentos del Auto que llevan a la mayoría 

de los Magistrados a concluir que es manifiesta la inexistencia de la lesión denunciada, que 

sí procederían caso de discrepar con la sentencia, de haberse dictado esta.  

Y en este sentido emito mi Voto Particular. 

Madrid, a veintinueve de enero de dos mil diecinueve. 

 

                                             Encarnación Roca Trías  


